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T	E	M	A	R	I	O

BLOQUE A) GESTIÓN DE LA UIB

Tema 1.- Las funciones y la autonomía de las universidades. Naturaleza, creación,

reconocimiento y régimen jurídico de las universidades.

Tema 2.- La Universidad de las Illes Balears. Órganos de gobierno y representación

colegiados: el Claustro, el Consejo de Gobierno, el Consejo de Dirección y el Consejo Social.

Órganos de gobierno unipersonales: Rector, vicerrectores, Gerente y Secretario General.

Régimen de delegación de competencias.

Tema 3.- Las facultades y escuelas de la Universidad de las Illes Balears: juntas de facultad

y escuela, decanos y directores, vicedecanos y subdirectores, secretarios. Las escuelas

adscritas. Los departamentos de la Universidad de las Illes Balears: consejos de

departamento, directores, subdirectores y secretarios. Los institutos universitarios de

investigación.

Tema 4.- Sindicatura de Greuges de la Universidad de las Illes Balears: creación y

reglamentación. Acuerdo Normativo 4952/2000, de 12 de abril, por el cual se aprueba el

Reglamento de la Sindicatura de Greuges (FOU núm. 176, de 14 de abril, de 2000).

BLOQUE B) PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA

Tema 5.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas. Los interesados. La actividad de las administraciones públicas.

Términos y plazos. Notificación y publicación.

Tema 6.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas. Los recursos administrativos: objeto y clases. Recurso de

alzada, potestativo de reposición y extraordinario de revisión.

Tema 7.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Funcionamiento electrónico del sector público. La sede electrónica. El portal de internet.

Los sistemas de identificación de las administraciones públicas. La actuación

administrativa automatizada. El archivo electrónico de documentos.



Tema 8.- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Órganos

colegiados de las distintas administraciones públicas. Funcionamiento: régimen. Secretario.

Convocatorias y sesiones. Actas. Abstención y recusación.

Tema 9.- Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril

de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en cuanto al tratamiento de datos

personales y a la libre circulación de estos datos: definiciones, principios, licitud del

tratamiento, consentimiento, categorías especiales de datos personales, información y

acceso a datos personales, derechos de la persona interesada, responsable y encargado del

tratamiento, registro de las actividades del tratamiento, seguridad de los datos personales,

delegado de protección de datos y códigos de conducta.

Tema 10.- Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información

pública y Buen Gobierno. Transparencia de la actividad pública: publicidad activa y derecho

de acceso a la información pública.
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TEMA	1.‐	LAS	FUNCIONES	Y	LA	AUTONOMÍA	DE	LAS	UNIVERSIDADES.	NATURALE‐
ZA,	CREACIÓN,	RECONOCIMIENTO	Y	RÉGIMEN	JURÍDICO	DE	LAS	UNIVERSIDADES.

1.‐	LAS	FUNCIONES	Y	AUTONOMÍA	DE	LAS	UNIVERSIDADES

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución española ha venido a revisar el tradicional régimen jurídico administrativo centralista de
la Universidad española, al reconocer en el art. 27.6 la autonomía de las Universidades, en los términos que
la ley establezca. Por otra parte, el título VIII de la Constitución y los correspondientes Estatutos de Autono-
mía han efectuado una distribución de competencias universitarias entre los distintos poderes públicos.

Esta doble referencia constitucional exige efectuar un nuevo reparto de competencias en materia de ense-
ñanza universitaria entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las propias Universidades, reparto que
tiene como fundamento los principios siguientes: 

a) libertad académica (de docencia y de investigación), fundamento, pero también limite de la autonomía
de las Universidades, que se manifiesta en la autonomía estatutaria o de Gobierno, en la autonomía
académica o de planes de estudio, en la autonomía financiera o de gestión y administración de sus
recursos y, finalmente, en la capacidad de seleccionar y promocionar al profesorado dentro del respeto
de los principios de méritos, publicidad y no discriminación que debe regir la asignación de todo puesto
de trabajo por parte del Estado; 

b) las competencias que la propia Constitución española atribuye en exclusiva al Estado en los párrafos
1, 18 y 30 del número 1 del artículo 149, al aludir, respectivamente -y en conexión con el artículo 27-,
a la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho al estudio, a las normas básicas del
régimen estatutario de los funcionarios y a las condiciones de obtención, expedición y homologación de
títulos académicos y profesionales. 

En desarrollo del art. 27.6 de la Constitución se dictó en primer lugar la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de
agosto, de Reforma Universitaria, y posteriormente la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universi-
dades (LOU), reformada por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril.

A la visa de los postulados constitucionales y del contenido de las leyes de desarrollo, la autonomía compren-
de varios aspectos:

• El jurídico.- Considera a la universidad como un organismo con plena personalidad jurídica y descen-
tralizado del Estado, por lo que éste no debe tener injerencia en sus actividades propias. Tiene la capaci-
dad de generar las disposiciones legales que la rigen, respetando el orden normativo del Estado. Las
reglas internas tienen el propósito de salvaguardar la libertad de cátedra e investigación, así como
garantizar la participación responsable y respetuosa de los universitarios en los asuntos que a la
institución competen y a los que afectan al país.
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TEMA	2.‐	LA	UNIVERSIDAD	DE	LAS	ILLES	BALEARS.	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO
Y	REPRESENTACIÓN	COLEGIADOS:	EL	CLAUSTRO,	EL	CONSEJO	DE	GOBIERNO,
EL	CONSEJO	DE	DIRECCIÓN	Y	EL	CONSEJO	SOCIAL.	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO	
UNIPERSONALES:	RECTOR,	VICERRECTORES,	GERENTE	Y	SECRETARIO

GENERAL.	RÉGIMEN	DE	DELEGACIÓN	DE	COMPETENCIAS.

INTRODUCCIÓN

La Universidad de las Illes Balears nació con la Ley 18/1978, sobre creación de una Universidad con sede
en Palma de Mallorca, publicada en el BOE número 66, de 18 de marzo, integrada inicialmente por «las
facultades	de	Ciencias,	Derecho	y	Filosofía	y	Letras,	así	como	por	las	escuelas	universitarias	de	Estudios	Empre‐
sariales	y	de	Profesorado	de	Educación	General	Básica,	actualmente	existentes	en	Palma	de	Mallorca	y	depen‐
dientes	de	las	universidades	barcelonesas».

Consecuencia de ello es la gestación de nuevos estudios que, como diplomaturas o licenciaturas, se van
instaurando sucesivamente en la Escuela de Informática (1985), la Escuela de Turismo (1985), la Facultad
de Empresariales (1987), la Facultad de Informática (1988), la Escuela de Ingeniería Técnica de Telecomuni-
caciones (1989), la Escuela de Enfermería (1990), la Escuela Politécnica (1992), la Facultad de Ciencias de
la Educación (1992), la Facultad de Psicología (1999), etc.

En 1985 se aprobaron los Estatutos y la Universidad pasó a ser Universidad de las Illes Balears (UIB). Estos
estatutos han sido reformados los años 1989, 1999, 2003 y 2010; los actualmente vigentes llevan esta última
fecha.

En 1983 se comenzó, en la carretera de Valldemossa, en el kilómetro 7,5, la construcción del campus, donde
se trasladaron todos los servicios y los estudios en 1992. Solo la Facultad de Ciencias ya estaba en el campus
de antes. El resto de estudios se encontraban distribuidos en edificios separados en Palma (Facultad de
Filosofía y Letras en Son Malferit; facultades de Derecho y de Economía y Rectorado en Sa Riera; Escuela de
Formación de Profesorado en el actual IES Josep Maria Llompart).

El edificio Sa Riera, en Palma, permaneció como sede del Instituto de Ciencias de la Educación y, desde 1999,
acoge, además, lo que actualmente es el Vicerrectorado de Proyección Cultural, Universidad Abierta y Sedes
Universitarias.

Desde el año 1996 funcionan dos sedes universitarias: la de Menorca, en Alaior, que ofrece los grados de
Administración de Empresas, Derecho, Educación Infantil, Educación Primaria, Enfermería y Turismo, y la
de Ibiza y Formentera, en Ibiza, que incorpora, además, el grado de Turismo a través de un centro adscrito.
También ofrecen diversos estudios de máster, títulos propios y de la Universidad Abierta para Mayores.

Además de la LOU y la normativa general, la norma interna más importante de la IB son sus Estatutos, que
fueron aprobados por Decreto 64/2010, de 14 de mayo, de 169 arts. y cuya estructura es la siguiente:
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TEMA	3.‐	LAS	FACULTADES	Y	ESCUELAS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	LAS	ILLES
BALEARS:	JUNTAS	DE	FACULTAD	Y	ESCUELA,	DECANOS	Y	DIRECTORES,

VICEDECANOS	Y	SUBDIRECTORES,	SECRETARIOS.	LAS	ESCUELAS	ADSCRITAS.
LOS	DEPARTAMENTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	LAS	ILLES	BALEARS:	CONSEJOS

DE	DEPARTAMENTO,	DIRECTORES,	SUBDIRECTORES	Y	SECRETARIOS.
LOS	INSTITUTOS	UNIVERSITARIOS	DE	INVESTIGACIÓN.

1.‐	LAS	FACULTADES	Y	ESCUELAS	DE	LA	IB

1.1.- DISPOSICIONES GENERALES

Naturaleza y creación.- Las Facultades y las Escuelas son los centros encargados de organizar las enseñanzas
y los procesos académicos, administrativos y de gestión conducentes a la obtención de los títulos de
grado.

La creación, la modificación y la supresión de los centros a que se refiere el apartado 1 de este artículo,
así como la implantación y la supresión de enseñanzas conducentes a la obtención de títulos universita-
rios de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional son acordadas por la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears, de conformidad con la normativa vigente.

Se informará a la Conferencia General de Política Universitaria de lo previsto en el párrafo anterior.

Régimen y órganos de gobierno.- Los centros universitarios se rigen por los presentes Estatutos y por su
Reglamento de funcionamiento, que aprobará el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Junta de Facultad
o Escuela.

El gobierno de los centros se articula, al menos, a través de los siguientes órganos:

a) Colegiados: Junta de Facultad o Escuela y Comisión de Dirección del Centro.
b) Unipersonales: Decano o Director, Vicedecano o Subdirector y Secretario.

Funciones.- Son funciones de las Facultades y de las Escuelas, en sus ámbitos de competencias:

1. Elaborar las propuestas de los planes de estudios y sus modificaciones.

2. Organizar las enseñanzas y los procesos académicos, administrativos y de gestión conducentes a la
obtención de títulos de grado.

3. Organizar las enseñanzas conducentes a la obtención de otros títulos adscritos al centro.

4. Administrar el presupuesto que se les asigne.
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TEMA	4.‐	SINDICATURA	DE	GREUGES	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	LAS	ILLES	BALEARS:
CREACIÓN	Y	REGLAMENTACIÓN.	ACUERDO	NORMATIVO	4952/2000,

POR	EL	CUAL	SE	APRUEBA	EL	REGLAMENTO	DE	LA	SINDICATURA	DE	GREUGES.

INTRODUCCIÓN

Los	Estatutos	de	la	Universitat	de	les	Illes	Balears	regulan	en	su	art.	81	la	naturaleza,	funcionamiento	y
régimen	jurídico	del	Síndic	de	Greuges	en	los	términos	siguientes:

1. El	Defensor	Universitario,	que	en	 la	UIB	se	denomina	Síndic	de	Greuges,	es	el	órgano	encargado	de
defender	y	proteger	los	derechos	y	libertades	de	todos	los	miembros	de	la	comunidad	universitaria	frente
a	las	actuaciones	de	los	diferentes	órganos	y	servicios	universitarios.	Sus	actuaciones	se	dirigirán	siempre
a	la	mejora	de	la	calidad	universitaria	en	todos	los	ámbitos.	A	estos	efectos,	puede	supervisar	las	actividades
universitarias,	respetando	los	derechos	y	las	libertades	individuales.

2. El	Síndic	de	Greuges	no	está	sujeto	a	mandato	imperativo.	En	el	ejercicio	de	sus	funciones	disfruta	de
autonomía	orgánica	y	funcional,	no	estando	vinculado	jerárquicamente	a	ninguna	autoridad	u	órgano	de
gobierno	universitario.	No	puede	ser	sometido	a	expediente	disciplinario	por	razón	de	las	opiniones	expresa‐
das	en	el	ejercicio	de	su	cargo.	El	cargo	es	 incompatible	con	 la	realización	de	cualquier	otro	cargo	de
gobierno	universitario.

3. El	Claustro	elige,	por	mayoría	absoluta	y	a	propuesta	del	Consejo	de	Gobierno,	al	Síndic	de	Greuges	de
entre	los	miembros	de	la	comunidad	universitaria.

4. La	duración	de	su	mandato	es	de	cinco	años	y	no	puede	ser	reelegido.

5. Son	funciones	del	Síndic	de	Greuges:

a)	Atender	las	quejas,	observaciones	y	sugerencias	que	se	le	formulen	en	relación	con	el	funcionamiento
de	la	Universidad.

b) Solicitar	información	sobre	el	funcionamiento	de	los	servicios	universitarios.

c) Adoptar	las	medidas	de	investigación	que	considere	oportunas.

d) Formular	propuestas	de	resolución,	ante	los	órganos	competentes,	sobre	los	asuntos	que	se	hayan
sometido	a	su	consideración,	así	como	proponer	fórmulas	de	conciliación.

e) Presentar	al	Claustro	una	Memoria	anual	sobre	sus	actuaciones,	incluyendo	sugerencias,	propuestas
y	advertencias	que	se	deriven	de	las	mismas.

Un	Reglamento	orgánico,	aprobado	por	el	Consejo	de	Gobierno,	determina	su	régimen	de	funcionamiento
y	de	organización	interna.
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TEMA	5.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	INTERESADOS.	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	ADMI‐
NISTRACIONES	PÚBLICAS.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.	NOTIFICACIÓN	Y	PUBLICACIÓN.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.‐	CONTENIDO	Y	ESTRUCTURA

El	art.	103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	 lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

La	Ley	se	estructura	en	133	artículos,	distribuidos	en	siete	títulos,	cinco	disposiciones	adicionales,	cinco
disposiciones	transitorias,	una	disposición	derogatoria	y	siete	disposiciones	finales.

TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y	subjetivo
de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con	carácter
básico,	de	los	principios	que	informan	el	ejercicio	de	la	iniciativa	legislativa	y	la	potestad	reglamentaria
de	las	Administraciones.	Se	prevé	la	aplicación	de	lo	previsto	en	esta	Ley	a	todos	los	sujetos	comprendi‐
dos	en	el	concepto	de	Sector	Público,	si	bien	las	Corporaciones	de	Derecho	Público	se	regirán	por	su
normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públicas	que	les	hayan	sido	atribuidas	y	supletoria‐
mente	por	esta	Ley.
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TEMA	6.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	AA.PP.	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	OBJETO	Y	CLASES.	RECURSO	DE
ALZADA,	POTESTATIVO	DE	REPOSICIÓN	Y	EXTRAORDINARIO	DE	REVISIÓN.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO	Y	CARACTERES

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerro-
gativa favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la
igualdad en las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres
técnicas: el procedimiento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y
Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido am-
plio, como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora
del acto, en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo
que se llama revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En
el primer caso (revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante
los llamados recursos administrativos.

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un
órgano de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste
pide a la propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición
de carácter general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos adminis-
trativos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales
de Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, adminis-
trativos y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que
generalmente no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces
puede otras debe, ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después,
desestimada expresa o tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los
Tribunales contencioso-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impug-
nación ante los  Tribunales contencioso-administrativos.
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TEMA	7.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	LA	SEDE	ELECTRÓNICA.
EL	PORTAL	DE	INTERNET.	LOS	SISTEMAS	DE	IDENTIFICACIÓN	DE	LAS	AA.PP.

LA	ACTUACIÓN	ADMINISTRATIVA	AUTOMATIZADA.	EL	ARCHIVO
ELECTRÓNICO	DE	DOCUMENTOS.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Tiene 158 artículos, con la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios
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TEMA	8.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	ÓRGANOS
COLEGIADOS	DE	LAS	DISTINTAS	AA.PP.	FUNCIONAMIENTO:	RÉGIMEN.	SECRETA‐

RIO.	CONVOCATORIAS	Y	SESIONES.	ACTAS.	ABSTENCIÓN	Y	RECUSACIÓN.

1.‐	ÓRGANOS	COLEGIADOS	DE	LAS	DISTINTAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

Régimen.- El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas siguientes, sin perjuicio
de las peculiaridades organizativas de las Administraciones Públicas en que se integran.

Los órganos colegiados de las distintas Administraciones Públicas en que participen organizaciones
representativas de intereses sociales, así como aquellos compuestos por representaciones de distin-
tas Administraciones Públicas, cuenten o no con participación de organizaciones representativas de
intereses sociales, podrán establecer o completar sus propias normas de funcionamiento.

Los órganos colegiados a que se refiere este apartado quedarán integrados en la Administración
Pública que corresponda, aunque sin participar en la estructura jerárquica de ésta, salvo que así lo
establezcan sus normas de creación, se desprenda de sus funciones o de la propia naturaleza del
órgano colegiado.

El acuerdo de creación y las normas de funcionamiento de los órganos colegiados que dicten resolu-
ciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros deberán ser publicados en el Boletín o Diario
Oficial de la Administración Pública en que se integran. Adicionalmente, las Administraciones podrán
publicarlos en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento.

Cuando se trate de un órgano colegiado a los que se refiere el apartado 2 de este artículo la citada
publicidad se realizará por la Administración a quien corresponda la Presidencia.

Secretario.- Los órganos colegiados tendrán un Secretario que podrá ser un miembro del propio órgano o
una persona al servicio de la Administración Pública correspondiente.

Corresponderá al Secretario velar por la legalidad formal y material de las actuaciones del órgano
colegiado, certificar las actuaciones del mismo y garantizar que los procedimientos y reglas de cons-
titución y adopción de acuerdos son respetadas.

En caso de que el Secretario no miembro sea suplido por un miembro del órgano colegiado, éste
conservará todos sus derechos como tal.

Convocatorias y sesiones.- Todos los órganos colegiados se podrán constituir, convocar, celebrar sus
sesiones, adoptar acuerdos y remitir actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo que su
reglamento interno recoja expresa y excepcionalmente lo contrario.
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TEMA	9.‐	REGLAMENTO	(UE)	2016/679	DEL	PARLAMENTO	EUROPEO	Y	DEL
CONSEJO	RELATIVO	A	LA	PROTECCIÓN	DE	LAS	PERSONAS	FÍSICAS	EN	CUANTO

AL	TRATAMIENTO	DE	DATOS	PERSONALES	Y	A	LA	LIBRE	CIRCULACIÓN	DE	ESTOS
DATOS:	DEFINICIONES,	PRINCIPIOS,	LICITUD	DEL	TRATAMIENTO,	CONSENTI‐
MIENTO,	CATEGORÍAS	ESPECIALES	DE	DATOS	PERSONALES,	INFORMACIÓN
Y	ACCESO	A	DATOS	PERSONALES,	DERECHOS	DE	LA	PERSONA	INTERESADA,

RESPONSABLE	Y	ENCARGADO	DEL	TRATAMIENTO,	REGISTRO	DE	LAS	ACTIVIDA‐
DES	DEL	TRATAMIENTO,	SEGURIDAD	DE	LOS	DATOS	PERSONALES,
DELEGADO	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	Y	CÓDIGOS	DE	CONDUCTA.

1.‐	EL	REGLAMENTO	(UE)	2016/679

1.1.- EL NUEVO MARCO NORMATIVO

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de
datos), se encuadra en la reforma normativa realizada por la Unión Europea con el objetivo de garantizar
unos estándares de protección de datos elevada y adaptada a la realidad digital del mundo actual.

Este Reglamento, que deroga la Directiva 95/46/CE, fue aprobado por el Parlamento Europeo en abril y
entró en vigor 20 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 4 de mayo de
2016. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los países miembros de la Unión Europea y se aplicará
directamente en todos ellos a partir del 25 de mayo de 2018.

El Reglamento impone un nuevo marco normativo al conjunto de países europeos, otorgando un mayor
grado de control a los ciudadanos sobre su información privada e imponiendo cambios radicales para las
empresas, que deben empezar a adaptar sus protocolos y estructuras a la nueva regulación.

El nuevo Reglamento ha ampliado notablemente su ámbito de aplicación territorial. No se restringe única-
mente al espacio europeo, sino que es igualmente obligatorio para las empresas responsables o encargadas
del tratamiento de datos no establecidas en la Unión Europea, siempre que ofrezcan bienes o servicios a
ciudadanos que sí sean residentes o controlen el comportamiento de éstos en dicho territorio.

Se trata de una norma muy extensa, que consta de 173 considerandos previos y 99 artículos, agrupados en
once capítulos, con la siguiente estructura:

• Capítulo I. Disposiciones generales

• Capítulo II. Principios
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TEMA	10.‐	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN
PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO.	TRANSPARENCIA	DE	LA	ACTIVIDAD	PÚBLICA:
PUBLICIDAD	ACTIVA	Y	DERECHO	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.

1.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes
fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos se somete a
escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se
manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio
de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente
y que demanda participación de los poderes públicos.

Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen gobierno cuentan con institu-
ciones más fuertes, que favorecen el crecimiento económico y el desarrollo social. En estos países, los
ciudadanos pueden juzgar mejor y con más criterio la capacidad de sus responsables públicos y decidir en
consecuencia. Permitiendo una mejor fiscalización de la actividad pública se contribuye a la necesaria
regeneración democrática, se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se favorece el crecimiento
económico.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, tiene
un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la actividad pública –que se articula a través de
obligaciones de publicidad activa para todas las Administraciones y entidades públicas–, reconoce y garanti-
za el acceso a la información –regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y establece
las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias
jurídicas derivadas de su incumplimiento –lo que se convierte en una exigencia de responsabilidad para
todos los que desarrollan actividades de relevancia pública–.

En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y establece unos estándares
homologables al del resto de democracias consolidadas. En definitiva, constituye un paso fundamental y
necesario que se verá acompañado en el futuro con el impulso y adhesión por parte del Estado tanto a
iniciativas multilaterales en este ámbito como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes
en esta materia.

Por otra parte, la propia Ley declara que tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad
pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer
las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias
derivadas de su incumplimiento.


